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NOTA: Este calendario se ha elaborado según fuentes de la AEAT, habiendo proyectos normativos en tramitación o normas aprobadas en curso que pu-
dieran variar este calendario. Recuerde que si el vencimiento coincide con una festividad local o autonómica, el plazo finaliza el primer día hábil siguiente al 
señalado en este calendario.

mayo Y 
JUNIO

Desde el 14 de mayo 
hasta el 1 de julio
RENTA

•	Presentación en entidades colabora-
doras, Comunidades Autónomas y ofi-
cinas de la AEAT de la declaración anual 
de Renta 2018: Mod. D-100 y Patrimo-
nio: Mod. 714.

	 Con resultado a ingresar con domicilia-
ción en cuenta, hasta el 26 de junio

Hasta el 20 de mayo
RENTA Y SOCIEDADES

Retenciones e ingresos a cuenta de ren-
dimientos del trabajo, actividades eco-
nómicas, premios y determinadas ga-
nancias patrimoniales e imputaciones de 
renta, ganancias derivadas de acciones 
y participaciones de las instituciones de 
inversión colectiva, rentas de arrenda-
miento de inmuebles urbanos, capital 
mobiliario, personas autorizadas y saldos 
en cuentas

•	Abril 2019. Grandes empresas: Mods. 
111, 115, 117, 123, 124, 126, 128, 216, 230

IVA

•	Abril 2019. Declaración recapitulativa 
de operaciones intracomunitarias: Mod. 
349

•	Abril 2019. Operaciones asimiladas a las 
importaciones: Mod. 380

Hasta el 30 de mayo
IVA

•	Abril 2019. Autoliquidación: 303

•	Abril 2019. Grupo de entidades, modelo 
individual: Mod. 322

•	Abril 2019. Grupo de entidades, modelo 
agregado: Mod. 353

Hasta el 20 de junio
RENTA Y SOCIEDADES

Retenciones e ingresos a cuenta de ren-
dimientos del trabajo, actividades eco-
nómicas, premios y determinadas ga-
nancias patrimoniales e imputaciones de 
renta, ganancias derivadas de acciones 
y participaciones de las instituciones de 
inversión colectiva, rentas de arrenda-
miento de inmuebles urbanos, capital 
mobiliario, personas autorizadas y saldos 
en cuentas

•	Mayo 2019. Grandes empresas: Mods. 
111, 115, 117, 123, 124, 126, 128, 216, 230

IVA

•	Mayo 2019. Declaración recapitulativa 
de operaciones intracomunitarias: Mod. 
349

•	Mayo 2019. Operaciones asimiladas a 
las importaciones: Mod. 380

Hasta el 26 de junio
RENTA Y PATRIMONIO

•	Declaración anual Renta y Patrimo-
nio 2018 con resultado a ingresar con 
domiciliación en cuenta: Mods. D-100, 
D-714
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GESTORIA Y ASESORIA DEL VALLES, S.L.P.

BOLETÍN TU DESPACHO TE INFORMA
Una publicación práctica y útil para que esté informado de las novedades 

legales que afectan a su empresa o negocio
Aviso legal: Esta publicación no aceptará ningún tipo de responsabilidad jurídica ni económica derivada o que pudiera derivarse de los daños o perjuicios que puedan sufrir 

terceras personas naturales o jurídicas que actúen o dejen de actuar como resultado de alguna información facilitada en este boletín. Los artículos de este boletín tienen carácter 
meramente informativo y resumen disposiciones que, por el carácter limitativo propio de todo resumen, pueden requerir de una mayor información.
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Nuevo criterio de Hacienda 
sobre las sociedades 
interpuestas

Lo que ha venido ocurriendo en los últimos años y, 
cada vez con más frecuencia, es que muchos pro-
fesionales (abogados, artistas, deportistas, y un 

largo etcétera) han utilizado sociedades mercantiles para 
prestar servicios profesionales. La Agencia Tributaria en-
tiende que la prestación de dichos servicios profesionales 
a través de sociedades, en ocasiones, carece de la más 
mínima razonabilidad económica, ya que aquéllas carecen 
de medios materiales ni humanos o, si los tienen, éstos no 
son suficientes para la prestación de dicha actividad pro-
fesional. Esto es, las sociedades son meros “cascarones” 
que interponen estas personas con el fin de prestar sus 
servicios a terceros y poder facturar y tributar en nombre 
de la sociedad y no en su propio nombre como autónomos.

Actualmente, la Agencia Tributaria está incrementando 
las inspecciones sobre las sociedades de profesionales 
o de artistas, ya que considera que muchas de ellas son 
instrumentales.

Las sociedades instrumentales y/o interpuestas son socie-
dades para el desempeño de actividades que se llevan a 
cabo realmente por personas físicas, pero se han consti-
tuido exclusivamente por sus ventajas fiscales. Suelen ser 
sociedades que no tienen estructura y un solo administra-
dor que es el que lleva a cabo la actividad y normalmente 
su única actividad suele ser facturar a través de ella los 
ingresos generados por el administrador.

Hacienda no se opone al uso de sociedades para llevar a 
cabo actividades profesionales, ni tampoco para adquirir 
bienes que los socios utilicen para fines personales.

El interés de Hacienda en la nota publicada es evitar el fin 
elusorio impositivo de tales estructuras, ya que principal-
mente permiten tributar por los servicios prestados en la 
sociedad a un tipo fijo, con carácter general, del 25% en 
el Impuesto sobre Sociedades, en vez de aplicar la escala 
general del IRPF donde se pueden aplicar tipos del 45% 
(o más según la regulación de las distintas Comunidades 
Autónomas) en función del resultado de la actividad.

Nota de la Agencia Tributaria

Visto lo anterior, la Agencia Tributaria ha publicado una nota 
informativa dirigida a advertir a contribuyentes y asesores 
acerca de los riesgos que pueden derivarse cuando se 
interponen sociedades mercantiles por personal físicas.

Una publicación que sigue la línea de la posición manteni-
da por la Administración tributaria en los últimos Planes 
Anuales de Control Tributario y que con cierta frecuencia 
son noticia en los medios de comunicación al afectar a 
algún personaje del ámbito público.

A pesar de que esta estructura está perfectamente 
permitida en el ordenamiento jurídico español, la Agencia 
Tributaria argumenta cómo su uso puede acarrear regu-
larizaciones y sanciones siempre que no se cumplan una 
serie de criterios generales que están siendo aplicados por 
la Administración en estos casos.

En su nota informativa, la AEAT se centra en dos clases 
de riesgos; por un lado analiza aquellos asociados a la 
interposición por parte del contribuyente de sociedades 
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”

“El interés de Hacienda en la nota 
publicada es evitar el fin elusorio 
impositivo de tales estructuras, ya que 
principalmente permiten tributar por 
los servicios prestados en la sociedad 
a un tipo fijo, con carácter general, del 
25% en el Impuesto sobre Sociedades, 
en vez de aplicar la escala general del 
IRPF donde se pueden aplicar tipos del 
45% (o más según la regulación de las 
distintas Comunidades Autónomas) en 
función del resultado de la actividad

La Agencia Tributaria ha publicado una nota sobre las implicaciones fiscales que pueden derivarse de la interposición 
de sociedades por personas físicas en el desarrollo de actividades profesionales. A la vista de la gran litigiosidad 
presente en los últimos años en relación con estas sociedades, la Administración ha querido dar unas pautas a los 
contribuyentes para evitar incurrir en posibles riesgos fiscales.

GESTORIA Y ASESORIA DEL VALLES, S.L.P.
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para el desarrollo de sus actividades profesionales; y por 
el otro, aborda los relativos a localizar parte del patrimonio 
del individuo en sociedades de su titularidad.

Interposición de sociedades en el 
desarrollo de actividades profesionales

Respecto a las sociedades a través de las cuales se desa-
rrollen actividades profesionales, Hacienda verificará quién 
dispone de los medios humanos y materiales que permiten 
prestar los servicios. Si la sociedad carece de estructura 
para realizar la actividad (o bien teniéndola no la destina a 
prestar dichos servicios), considerará que existe una simu-
lación y que la sociedad sólo se ha constituido para que sus 
beneficios tributen en el Impuesto sobre Sociedades y no 
en el IRPF (cuyo tipo marginal suele ser mucho más alto).

Sin embargo, en el caso de que efectivamente se concluya 
que la entidad dispone de medios personales y materiales 
adecuados y que ha intervenido realmente en la opera-
ción de prestación de servicios, el análisis de la correcta 
tributación de este tipo de operaciones debe ir dirigido a 
determinar si dichas prestaciones se encuentran correc-
tamente valoradas conforme a lo previsto en el artículo 18 
de la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre 
Sociedades (en adelante LIS). Cuando la Administración 
tributaria detecte la incorrecta valoración, la reacción con-
sistirá en la regularización y, en su caso, sanción de aquellos 
supuestos en los que exista una ilícita reducción de la carga 
fiscal en alguna de las partes vinculadas derivada de una 
incorrecta valoración de las operaciones.

Regularización:

En ese caso, de que se detecte una incorrecta valoración 
la Inspección actuará de la siguiente forma:

•	 Calculará la cuota del IRPF del socio (o socios) impután-
dole la totalidad de los ingresos y gastos de la sociedad 

(es decir, como si la sociedad no existiera) y le impondrá 
sanciones sobre la cuantía dejada de ingresar.

•	 Al mismo tiempo, devolverá a la sociedad las cuotas 
pagadas en sus liquidaciones por Impuesto sobre 
Sociedades.

 Atención  En caso de que la sociedad sí disponga de 
los medios para llevar a cabo la actividad (por ejemplo, 
dispone de local, ordenadores, mobiliario, trabajadores, 
etc.), Hacienda se limitará a comprobar si la retribución 
que percibe el socio por sus servicios se ha valorado 
a precios de mercado (siempre que el socio tenga 
al menos el 25% del capital y se considere que está 
vinculado con ella). A estos efectos, dicha condición se 
cumplirá (es decir, se considerará que la retribución 
se ha valorado a precios de mercado) si, entre otros 
requisitos, su cuantía representa al menos el 75% del 
resultado contable previo.

Sociedades con bienes no afectos

En otras ocasiones los contribuyentes tratan de localizar 
una parte relevante de su patrimonio en sociedades de 
su titularidad. La tenencia por parte del socio de bienes 
o derechos a través de una sociedad no es a priori una 
cuestión que de por sí sea susceptible de regularización, 
siempre que la titularidad y el uso de dicho patrimonio se 
encuentre amparado en su correspondiente título jurídico 
y se haya tributado conforme a la verdadera naturaleza 
de dichas operaciones. No obstante, la experiencia ha 
permitido perfilar un conjunto de riesgos asociados al 
remansamiento de rentas en estructuras societarias que 
en ocasiones se manifiesta en una cierta confusión entre 
el patrimonio del socio y de la sociedad.

La atención de las necesidades del socio por parte de la 
sociedad suele abarcar tanto la puesta a disposición de 
aquel de diversos bienes, entre los que es frecuente encon-
trar la vivienda (vivienda habitual y viviendas secundarias) y 
los medios de transporte (coches, yates, aeronaves, etc.), 
sin estar amparada en ningún contrato de arrendamiento 
o cesión de uso; como la satisfacción de determinados 
gastos entre los que se encontrarían los asociados a dichos 
bienes (mantenimiento y reparaciones) y otros gastos 
personales del socio (viajes de vacaciones, artículos de lujo, 
retribuciones del personal doméstico, manutención, etc.).

En ambos supuestos nos encontramos con conductas con-
trarias a la norma que se deben evitar y que, normalmente, 
se concretan en no registrar ningún tipo de renta en sede 
de la persona física (aunque el coste de aspectos privados 
de su vida es asumido por la sociedad). Por su parte, en la 
sociedad el único registro respecto de estas partidas suele 
ser la deducción del gasto y, en su caso, la deducción de 
las cuotas de IVA soportadas en la adquisición de bienes 
y servicios que, de haber tenido directamente como desti-
natarios a un particular fuera de una actividad económica, 
nunca habrían podido deducirse.  En otras ocasiones la 

”

“La AEAT se centra en dos clases de 
riesgos; por un lado analiza aquellos 
asociados a la interposición por parte 
del contribuyente de sociedades 
para el desarrollo de sus actividades 
profesionales; y por el otro, aborda 
los relativos a localizar parte del 
patrimonio del individuo en sociedades 
de su titularidad
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NORMAS RELEVANTES APROBADAS

Impuestos Especiales. Normas de cumplimentación del 
documento administrativo electrónico interno y el modelo 525 
“Documento de acompañamiento de emergencia interno”
Orden HAC/481/2019, de 26 de marzo, por la que se 
aprueban las normas de cumplimentación del documento 
administrativo electrónico interno y el modelo 525 "Documento 
de acompañamiento de emergencia interno", aplicables en la 
circulación de productos objeto de los impuestos especiales de 
fabricación en el ámbito territorial interno.
(BOE, 29-04-2019)

Modificación de competencias de las Oficinas Nacional de 
Investigación del Fraude y de Fiscalidad Internacional
Resolución de 4 de abril de 2019, de la Presidencia de la Agencia 
Estatal de Administración Tributaria, por la que se modifica 
la de 24 de marzo de 1992, sobre organización y atribución 
de funciones a la inspección de los tributos en el ámbito de 
la competencia del Departamento de Inspección Financiera y 
Tributaria.
(BOE, 05-04-2019)

Novedades en la domiciliación del pago de determinadas 
deudas cuya gestión tiene atribuida la AEAT
Orden HAC/350/2019, de 5 de marzo, por la que se modifica la 
Orden EHA/1658/2009, de 12 de junio, por la que se establecen 
el procedimiento y las condiciones para la domiciliación del pago 
de determinadas deudas cuya gestión tiene atribuida la Agencia 
Estatal de Administración Tributaria.
(BOE, 28-03-2019)

Tipo de interés efectivo anual para el segundo trimestre 
natural del año 2019, a efectos de calificar tributariamente a 
determinados activos financieros
Resolución de 27 de marzo de 2019, de la Secretaría General del 
Tesoro y Financiación Internacional, por la que se publica el tipo 
de interés efectivo anual para el segundo trimestre natural del 
año 2019, a efectos de calificar tributariamente a determinados 
activos financieros.
(BOE, 28-03-2019)

utilización por el socio de un bien de la sociedad (gene-
ralmente una casa, un vehículo, una embarcación o una 
aeronave) se ampara jurídicamente en la existencia de un 
contrato de arrendamiento o cesión de uso.

En estos supuestos, a efectos de delimitar las posibles 
contingencias fiscales, resulta determinante el análisis de 
los contratos formalizados, para resolver si existiendo un 
contrato, la valoración de la cesión es correcta conforme 
al artículo 18 de la LIS.

Especial referencia se debe hacer de conductas más 
graves que se han detectado en las que se aparentan 
contratos de arrendamiento entre socio y sociedad, inclu-
so en ocasiones pretendidamente acompañadas de una 
prestación de servicios propios de la industria hotelera, 
para intentar amparar la deducción de las cuotas de IVA, 
lo que ha llevado en determinados casos a considerar la 
existencia de contratos simulados. O aquellos otros en los 
que se trate de compensar en sede de la sociedad inter-
puesta los ingresos con partidas de gasto, como los antes 
mencionados, no afectos en modo alguno al ejercicio de 
la actividad profesional por parte del obligado tributario y 
que se corresponden con gastos o inversiones propias de 
su esfera particular.

En definitiva, todas estas conductas podrían llevar apa-
rejadas contingencias regularizables en los Impuestos 
sobre la Renta de las Personas Físicas, el Impuesto so-
bre Sociedades, el Impuesto sobre el Valor Añadido y el 
Impuesto sobre el Patrimonio.

En concreto:

•	 Si la cesión de los bienes se ha hecho sin contrato, 
Hacienda podrá imputar a los socios vinculados (es decir, 
a aquellos que ostentan al menos un 25% del capital) 
un rendimiento del capital mobiliario (como dividendo o 
retribución de los fondos propios), que se cuantificará 
por el valor de mercado de dicha cesión.

•	 Los gastos generados por estos bienes (amortizacio-
nes, reparaciones, consumos, etc.) se considerarán no 
deducibles, al tratarse de bienes que no están afectos 
a la actividad.

•	 En caso de que exista un contrato de cesión de los bienes, 
Hacienda comprobará que la sociedad ha computado un 
ingreso por alquiler y que éste se ha valorado a precios 
de mercado. En ese caso, los gastos generados por 
los bienes cedidos sí que se considerarán fiscalmente 
deducibles

”

“Si la cesión de los bienes se ha hecho 
sin contrato, Hacienda podrá imputar 
a los socios vinculados (es decir, a 
aquellos que ostentan al menos un 
25% del capital) un rendimiento del 
capital mobiliario (como dividendo o 
retribución de los fondos propios), que 
se cuantificará por el valor de mercado 
de dicha cesión

GESTORIA Y ASESORIA DEL VALLES, S.L.P.
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Presentar la declaración conforme a la información 
suministrada por la AEAT no garantiza la ausencia de 
sanción por infracción tributaria. (TEAC. Resolución de 
9 de abril de 2019. Recurso extraordinario de alzada 
para la unificación de criterio. RG 5355/2018)
	 En esta Resolución, el TEAC establece que en los 
supuestos en los que se presente la declaración del 
IRPF de conformidad con una información errónea 
o no completa suministrada por la Agencia Estatal 
de Administración Tributaria -en adelante AEAT- 
en los datos fiscales, es posible que se produzca 
una infracción tributaria si existe culpabilidad del 
contribuyente.
	 Como es sabido, para que un obligado cometa una 
infracción tributaria deben concurrir el "elemento 
objetivo", la conducta antijurídica constitutiva del tipo 
infractor de que se trate, y el "elemento subjetivo", 
es decir que sea un sujeto imputable y concurra 
culpabilidad en su conducta, conducta que puede 
concurrir en diversos grados.
	 Pues bien, por el hecho de que a la Administración 
tributaria no le conste la existencia de una renta, deja de 
concurrir en la conducta del contribuyente en cuestión 
el "elemento objetivo" -ser antijurídica y típica-, ya que 
el IRPF grava todas las rentas que el contribuyente 
haya obtenido en el período de imposición, sean dichas 
rentas conocidas por la Hacienda Pública o no. Así, si 
una renta que efectivamente se ha obtenido no se 
incluye en la pertinente declaración-autoliquidación, 
ello terminará produciendo ineluctablemente un 
resultado que encajará en alguno de los tipos 
infractores.
	 Por otro lado, en cuanto a la concurrencia del 
"elemento subjetivo" -existencia de culpabilidad- habrá 
que analizar el caso concreto, como siempre ocurre 
respecto de esta cuestión cuando se trata de discernir 
si concurrió culpabilidad en una conducta, pues podrá 
haber desde casos en los que efectivamente no quepa 
apreciar culpabilidad alguna en el contribuyente, a 
otros en los que no sólo se aprecie en él una simple 
negligencia, sino una culpabilidad gravemente dolosa, 
con presencia de ocultación o de medios fraudulentos.
	 En conclusión, cuando el contribuyente es sabedor 
de que ha obtenido unas rentas que no figuran en los 
datos o en el borrador facilitados por la AEAT, el que 
declare y autoliquide el Impuesto en base a esos datos 
o borrador, no puede ser nunca una causa exculpatoria 
per se. Lejos de eso, el haber actuado así, puede ser un 
elemento adicional a la hora de apreciar la existencia 
de culpabilidad en la conducta de tal contribuyente, si 
es que la hay.
	 Por otra parte, hay que tener en cuenta que, si 
el declarar y autoliquidar el Impuesto en base a los 
datos o borrador facilitados por la AEAT pudiera 
considerarse una causa exculpatoria, ello supondría, 

lisa y llanamente, desincentivar el recto cumplimiento 
voluntario respecto de las rentas no conocidas por 
la Administración, ya que los contribuyentes que 
estuviesen en esa situación, podrían verse inducidos 
a no declarar esas rentas -no conocidas por la 
Administración- y esperar a ver, sabiendo que en 
ningún caso iban a ser sancionados por ello.

Pagar en metálico un exceso de adjudicación 
generado por el carácter indivisible del bien o su 
desmerecimiento no tributa por la modalidad de 
Transmisiones Patrimoniales Onerosas (TPO) del ITP y 
AJD. (Sentencia del Tribunal Supremo, de 14 de marzo 
de 2019. Sala de lo Contencioso-Administrativo. 
Recurso de casación Nº: 5404/2017)
	 En esta sentencia del TS, se analiza el otorgamiento 
de una escritura pública de extinción de condominio 
sobre un vivienda, en la que sus propietarios lo 
eran por partes indivisas, con carácter privativo, por 
título de herencia y que, no queriendo continuar en 
el proindiviso procedieron a extinguir el condominio 
sobre la finca, adjudicándose íntegramente uno de los 
condóminos su titularidad, abonando en el mismo acto 
a su hermano una cantidad en metálico, con los que 
ambos se dan por pagados en la extinta comunidad
	 La cuestión con interés casacional consistía 
en determinar si la extinción de un condominio 
formalizada en escritura pública notarial, cuando 
se adjudica el bien inmueble sobre el que recae a 
uno de los condóminos, quien satisface en metálico 
a los demás el exceso de adjudicación, constituye 
una operación sujeta a transmisiones patrimoniales 
onerosas pero exenta o una operación no sujeta a esa 
modalidad y, por ende, si está no sujeta o está sujeta, 
respectivamente, a la modalidad gradual de actos 
jurídicos documentados, documentos notariales, del 
ITP y AJD. 
	 La respuesta del Tribunal Supremo es la de que la 
extinción de un condominio, en el que se adjudica a 
uno de los condóminos un bien indivisible, que ya era 
titular dominical de una parte de este, a cambio de su 
equivalente en dinero, no está sujeta a la modalidad 
de transmisiones patrimoniales onerosas (TPO) sino 
a la cuota gradual de la modalidad de actos jurídicos 
documentados del ITP y AJD. 
	 Y la consecuencia última de estos postulados afecta 
también a la base imponible del Impuesto que, en 
consonancia con todo ello, no puede ser otra que la 
parte del inmueble transmitido -la liquidación recurrida 
se giró sobre la totalidad del valor comprobado del 
bien, pero debió debe girarse sobre el 50 por 100 
de ese valor, dado que la base imponible es única y 
exclusivamente el valor de la parte que se adquiere 
ex novo-.

Abstracts de sentencias

GESTORIA Y ASESORIA DEL VALLES, S.L.P.
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Nuevas medidas para 
favorecer la igualdad de 
mujeres y hombres en el 
ámbito laboral
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Esta norma entró en vigor el 8 de marzo de 2019 a 
excepción de la medida más esperada que se refiere 
a la ampliación de la suspensión del contrato por na-

cimiento de hijo, que se pospone hasta el 1 de abril de 2019.

Son varias las medidas que se articulan entorno al con-
cepto de igualdad, introduciendo modificaciones en las 
principales normas laborales (Estatuto de los Trabajadores, 
el Estatuto Básico del Empleado Público, el Estatuto del 
Trabajo Autónomo y la Ley General de la Seguridad Social; 
además incluye cambios terminológicos, sustituyendo las 
menciones de “maternidad o paternidad” por “nacimiento” 
así como de “trabajador” por “persona trabajadora”.

A continuación, les resumimos las principales novedades 
que introduce el RDL 6/2019.

Equiparación de la suspensión del 
contrato del progenitor distinto 
de la madre biológica (hasta ahora 
paternidad)

Se establece que el nacimiento suspenderá el contrato 
de trabajo del progenitor distinto de la madre biológica 
durante 16 semanas.

El disfrute de las mismas deberá realizarse del siguiente 
modo:

•	 Las primeras 6 semanas posteriores al parto deberán 
disfrutarse ininterrumpidas y a jornada completa.

•	 Las 10 semanas restantes podrán distribuirse a voluntad 
del progenitor, en períodos semanales de forma acu-
mulada o interrumpida, a jornada completa o a tiempo 
parcial, y ejercitarse desde la finalización de la suspensión 
obligatoria posterior al parto hasta que el hijo o la hija 
cumpla 12 meses.

El disfrute de cada período semanal o, en su caso, de la 
acumulación de dichos períodos, deberá comunicarse a la 
empresa con una antelación mínima de 15 días. Y cuando 
los dos progenitores que ejerzan este derecho trabajen 
para la misma empresa, la dirección empresarial podrá 

limitar su ejercicio simultáneo por razones fundadas y 
objetivas, debidamente motivadas por escrito.

En el supuesto de fallecimiento del hijo o hija, el periodo de 
suspensión no se verá reducido, salvo que, una vez finali-
zadas las 6 semanas de descanso obligatorio, se solicite 
la reincorporación al puesto de trabajo. Aquí también se 
equipara el derecho al de la madre biológica.

Todo esto también se contempla para los supuestos de 
adopción, de guarda con fines de adopción y de acogi-
miento.

Esta medida será implementada paulatinamente desde 
2019 hasta 2021:

•	 A partir de 1 de abril 2019: la suspensión del contrato 
por nacimiento tendrá una duración de 8 semanas, de 
las cuales las 2 primeras, deberá disfrutarlas de forma 
ininterrumpida inmediatamente tras el parto. La madre 
biológica podrá ceder al otro progenitor hasta 4 semanas 
de su periodo de suspensión de disfrute no obligatorio.

•	 A partir de 1 de enero de 2020: 12 semanas (las 4 pri-
meras ininterrumpidas). La madre biológica podrá ceder 
hasta 2 semanas.

•	 A partir de 1 de enero de 2021: 16 semanas, de las cuales 
las 6 primeras deberá disfrutarlas de forma ininterrumpi-
da. A partir de este momento ninguno de los progenitores 
puede transferir este derecho al otro.

Planes de igualdad en las empresas

•	 Se rebaja, de más de 250 a 50 o más, el umbral de 
personas trabajadoras de las empresas que obligato-
riamente deberán elaborar y aplicar un plan de igualdad.

•	 Con relación a los planes de igualdad, se establece la 
obligatoriedad de un contenido mínimo, previo diagnós-
tico negociado, en su caso, con la representación legal 
de las personas trabajadoras, añadiéndose al listado 
precedente una referencia global a “condiciones de tra-
bajo” que incluye expresamente las auditorías salariales, 

En el BOE del 7 de marzo se ha publicado el Real Decreto-ley 6/2019 de medidas urgentes para la garantía de la 
igualdad de trato y oportunidades en el empleo y la ocupación.
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NORMAS RELEVANTES APROBADAS

Compatibilidad de la pensión contributiva de jubilación y la 
actividad de creación artística
Real Decreto 302/2019, de 26 de abril, por el que se regula la 
compatibilidad de la pensión contributiva de jubilación y la actividad 
de creación artística, en desarrollo de la disposición final segunda 
del Real Decreto-ley 26/2018, de 28 de diciembre, por el que se 
aprueban medidas de urgencia sobre la creación artística y la 
cinematografía.
(BOE, 29-04-2019)

Plan Reincorpora-t para personas desempleadas de larga 
duración
Resolución de 8 de abril de 2019, de la Secretaría de Estado de 
Empleo, por la que se publica el Acuerdo del Consejo de Ministros 
de 5 de abril de 2019, por el que se aprueba el Plan Reincorpora-t, 
Plan trienal para prevenir y reducir el Desempleo de Larga Duración 
2019-2021.
(BOE, 09-04-2019)

Convenio especial a suscribir en procedimientos de despido 
colectivo que incluyan a trabajadores con 55 o más años

Orden TMS/397/2019, de 4 de abril, por la que se modifica la 
Orden TAS/2865/2003, de 13 de octubre, por la que se regula el 
convenio especial en el sistema de la Seguridad Social.
(BOE, 08-04-2019)

Oferta de empleo público para el año 2019
Real Decreto 211/2019, de 29 de marzo, por el que se aprueba la 
oferta de empleo público para el año 2019.
(BOE, 02-04-2019)

Formación Profesional para el Empleo. Oferta formativa de las 
Administraciones competentes y su financiación
Orden TMS/368/2019, de 28 de marzo, por la que se desarrolla 
el Real Decreto 694/2017, de 3 de julio, por el que se desarrolla 
la Ley 30/2015, de 9 de septiembre, por la que se regula 
el Sistema de Formación Profesional para el Empleo en el 
ámbito laboral, en relación con la oferta formativa de las 
administraciones competentes y su financiación, y se establecen 
las bases reguladoras para la concesión de subvenciones públicas 
destinadas a su financiación.
(BOE, 01-04-2019)

así como el ejercicio corresponsable de los derechos de 
conciliación y la infrarrepresentación femenina.

•	 Se creará un Registro de planes de igualdad, estando 
las empresas obligadas a inscribir los mismos en dicho 
registro.

•	 Para todas las medidas anteriores se establece un pe-
riodo transitorio a contar desde el 8 de marzo de 2019 
en función del número de personas trabajadoras de las 
empresas:

»» Las empresas con entre 50 y 100 empleados deberán 
elaborar y aplicar un plan de igualdad en el plazo de 
tres años.

»» Las empresas de más de 100 trabajadores y hasta 
150 deberán elaborar y aplicar un plan de igualdad en 
el plazo de dos años.

»» Las empresas de más de 150 trabajadores y hasta 
250 deberán elaborar y aplicar un plan de igualdad 
en el plazo de un año.

•	 Tanto el registro de los planes de igualdad como el 
diagnóstico, los contenidos, las materias, las auditorías 
salariales, los sistemas de seguimiento y la evaluación de 
los planes se desarrollarán reglamentariamente.

Tiempo de trabajo

Se establece que las personas trabajadoras tendrán 
derecho a solicitar las adaptaciones de la duración y dis-
tribución de la jornada de trabajo, en la ordenación del 

tiempo de trabajo y en la forma de prestación, incluida la 
prestación de su trabajo a distancia, para hacer efectivo 
su derecho a la conciliación de la vida familiar y laboral. En 
el caso de que tengan hijos, el derecho existirá hasta que 
estos cumplan doce años.

En la negociación colectiva se pactarán los términos de su 
ejercicio. En su ausencia, la empresa, ante la solicitud de 
adaptación de jornada, abrirá un proceso de negociación 
con la persona trabajadora durante un periodo máximo de 
treinta días. Finalizado el mismo, la empresa, por escrito, 
comunicará la aceptación de la petición, planteará una 
propuesta alternativa que posibilite las necesidades de 
conciliación de la persona trabajadora o bien manifestará 
la negativa a su ejercicio. En este último caso, se indicarán 
las razones objetivas en las que se sustenta la decisión. 
Dicha decisión podrá ser impugnada ante los tribunales.

Periodo de prueba

Se establece que durante el periodo de prueba, la reso-
lución del contrato a instancia empresarial será nula en el 
caso de las trabajadoras embarazadas y desde la fecha 
de inicio del embarazo hasta el parto, salvo que concurran 
motivos no relacionados con el embarazo o la maternidad.

En el listado de situaciones que, por acuerdo entre ambas 
partes, interrumpen el cómputo del periodo de prueba, 
por una parte, para atender a los diferentes modelos de 
familia se sustituyen los términos “maternidad” y “pater-
nidad” por “nacimiento”, y, por otra parte, se incorpora la 
“violencia de género”.
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9

Validez del contrato

Se plasman expresamente las consecuencias derivadas 
de la nulidad de un contrato de trabajo por discrimina-
ción salarial por razón de sexo, señalándose que en caso 
en que se declare la nulidad del contrato de trabajo por 
discriminación salarial por razón de sexo, el trabajador 
percibirá la retribución correspondiente al trabajo de igual 
valor realizado.

Salario

Se introduce el concepto de “trabajo de igual valor”, que 
viene referido a cuando la naturaleza de las funciones o 
tareas efectivamente encomendadas, las condiciones 
educativas, profesionales o de formación exigidas para su 
ejercicio, los factores estrictamente relacionados con su 
desempeño y las condiciones laborales en las que dichas 
actividades se llevan a cabo, sean equivalentes. En estos 
casos, el empresario está obligado a pagar la misma re-
tribución a los trabajadores.

Asimismo, el empresario está obligado a llevar un registro 
con los valores medios de los salarios, complementos y 
percepciones extrasalariales, desagregados por sexo, 
grupos profesionales, categorías profesionales o puestos 
de igual valor. Los empleados tienen derecho a acceder, 
a través de la representación legal de los trabajadores en 
la empresa, al registro salarial de su empresa.

Cuando en una empresa con al menos 50 trabajadores, 
el promedio de las retribuciones a los trabajadores de un 
sexo sea superior a los del otro en un veinticinco por ciento 
o más, tomando el conjunto de la masa salarial o la media 
de las percepciones satisfechas, el empresario deberá 
incluir en el Registro salarial una justificación de que dicha 
diferencia responde a motivos no relacionados con el sexo 
de las personas trabajadoras.

Las dolencias por agravación posteriores al hecho 
causante deben ser tenidas en cuenta por el 
órgano judicial a efectos de determinar el grado de 
incapacidad. (Sentencia del Tribunal Supremo, de 
6 de febrero de 2019. Sala de lo Social. Recurso de 
casación para la unificación de doctrina casación Nº: 
46/2017)
	 En esta sentencia el TS señala que aunque no 
deben valorarse las lesiones que no fueron alegadas, 
ni constan en el expediente administrativo, ni 
tampoco en el escrito de demanda, la Sala estima 
que no son hechos nuevos ajenos al expediente las 
dolencias que sean agravación de otras anteriores, 
ni las lesiones o enfermedades que ya existían con 
anterioridad y se ponen de manifiesto después, 
ni siquiera las que existían durante la tramitación 
del expediente, pero no fueron detectadas por los 
servicios médicos. 
	 En el presente caso no cabe duda que el 
electromiograma realizado 3 años después del 
hecho causante, presentaba hallazgos compatibles 
con una agravación de las dolencias detectadas 
por el EVI, que revelan que se trata, sin duda, de la 
misma enfermedad cuyo grado de afectación se pone 
de relieve por una prueba posterior a la resolución 
administrativa que puso fin a la vía previa de la que 
lógicamente se puede extraer el nivel de deterioro 
de la salud del demandante. 
	 En consecuencia, sí deben tenerse en cuenta las 
patologías acreditadas después del informe médico 
de síntesis y antes de la celebración del juicio.

Excedente voluntario que es cesado en un nuevo 
trabajo durante el periodo de prueba. Requisitos 
para acceder a la prestación de desempleo. 
(Sentencia del TS, de 5 de marzo de 2019. Sala de 
lo Social. Recurso de casación para la unificación de 
doctrina Nº: 4645/2017)
	 En esta sentencia, el TS señala que Cuando 
el trabajador que se encuentra en excedencia 
desempeña en tal situación un nuevo trabajo y luego 
cesa en él contra su voluntad, si no ha transcurrido 
todavía el plazo inicial de la excedencia que le impide 
solicitar la reincorporación al primer trabajo, en que 
le fue concedida, no existe, por tal causa, obstáculo 
alguno que le impida estar comprendido en situación 
legal de desempleo. 
	 Es cierto que la decisión de cese acaece antes del 
plazo de 3 meses señalado en el artículo 267.1 a). 7 
de la LGSS, pero no puede estimarse que concurre 
el presupuesto atinente a la extinción de la relación 
laboral anterior a que se refiere el mencionado 
artículo, al encontrarse aquél vínculo en situación de 
suspensión por mor de la excedencia peticionada y 
concedida por el primer empleador. 
	 Por tanto, el trabajador está en desempleo 
real por el cese en la segunda empresa, pero 
también por haber solicitado voluntariamente la 
excedencia en la empresa anterior, sin que hubiere 
transcurrido todavía el plazo inicial para solicitar el 
reingreso, y sin que tampoco conste dato alguno 
que permita sostener la concurrencia de una 
actuación fraudulenta en orden a la obtención de 
las prestaciones por desempleo. 
	 En este contexto, la vía de acceso y cobertura 
normativa para que el trabajador alcance la 
prestación demandada es la articulada en el artículo 
267.1 a) apartado 3 de la LGSS (y no en el 7), ante el 
cese acaecido por voluntad unilateral del empleador.

Abstracts de sentencias
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Mejora de la regulación de 
los contratos de alquiler

AR
TÍC

UL
O

En el BOE del día 5 de marzo de 2019, se ha publicado el Real Decreto-ley 7/2019, de 1 de marzo, de medidas 
urgentes en materia de vivienda y alquiler, que pretende mejorar el acceso a la vivienda y favorecer el alquiler 
asequible, con efectos desde el 6 de marzo de 2019.

El nuevo texto se aprueba después de que el Gobierno 
viera cómo su Real Decreto-ley 21/2018, de 14 de 
diciembre, sobre esta misma materia, publicado el 

pasado 18 de diciembre, no lograra superar el trámite de 
convalidación en el Congreso de los Diputados, y del que 
ya le informamos en su día. 

Los contratos de arrendamiento suscritos con anterioridad 
a la entrada en vigor del Real Decreto-Ley 7/2019 conti-
nuarán rigiéndose por lo establecido en el régimen jurídico 
que les era de aplicación. 

Sin perjuicio de ello, cuando las partes lo acuerden y no 
resulte contrario a las previsiones legales, los contratos 
preexistentes podrán adaptarse al régimen jurídico esta-
blecido en este Real Decreto-ley.

La nueva norma comprende modificaciones en cinco 
normas: la Ley de Arrendamientos Urbanos, la Ley sobre 
Propiedad Horizontal, la Ley de Enjuiciamiento Civil, el Texto 
Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales y el 
Texto Refundido de la Ley del Impuesto sobre Transmisiones 
Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados.

Cambios en los contratos de alquiler

Se modifica la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de 
arrendamientos urbanos (LAU), introduciendo las siguientes 
modificaciones que afectan a los contratos del alquiler:

1)	 Se amplía el plazo de prórroga obligatoria de los con-
tratos de arrendamiento de vivienda de 3 a 5 años (o 
7 años si el arrendador es persona jurídica). Es decir, 
aumenta el plazo legal mínimo en el que el inquilino 
puede permanecer en la vivienda arrendada.

2)	 Para la prórroga tácita se dispone que, llegada la fecha 
de vencimiento del contrato o de cualquiera de sus 
prórrogas y una vez transcurrido el periodo de prórro-
ga obligatoria, si no existe comunicación de alguna de 
las partes en la que se establezca la voluntad de no 
renovarlo, realizada con cuatro meses de antelación a 
la finalización de los cinco o siete años en el caso del 
arrendador y con dos meses de antelación en el caso 
del inquilino, se prorrogará anualmente el contrato 
durante tres años más. 

3)	 Se fija en dos mensualidades de renta la cuantía máxi-
ma de las garantías adicionales a la fianza que pueden 
exigirse al arrendatario, ya sea a través de depósito o 
de aval bancario, y salvo que se trate de contratos de 
larga duración. Y serán a cargo del arrendador, cuando 

sea persona jurídica, los gastos de gestión inmobiliaria 
y de formalización del contrato. 

4)	 Se facilita la adopción de acuerdos entre el propietario y 
el inquilino para la renovación o mejora de la vivienda en 
el transcurso de un mismo contrato de arrendamiento.

5)	 Se mejora y aclara la remisión de los contratos de 
alquiler turístico de vivienda a la normativa sectorial 
turística que resulte aplicable.

6)	 Además, se regulan los sistemas de índices de refe-
rencia del precio del alquiler de vivienda, para lo que 
se crea el sistema estatal de índices de referencia del 
precio del alquiler de vivienda y se recoge la posibilidad 
de la creación de sistemas de índices de referencia 
autonómicos, a los efectos de diseñar las políticas y 
programas públicos en materia de vivienda en sus 
respectivos ámbitos territoriales.

Medidas en favor de las comunidades 
de propietarios ante el fenómeno del 
alquiler turístico de viviendas

Los alquileres turísticos salen de la LAU y se regularán como 
una actividad económica.

Se modifica la Ley 49/1960, de 21 de julio, sobre propiedad 
horizontal, para habilitar la posibilidad de que, por mayoría 
cualificada de tres quintas partes de los propietarios, en 
las comunidades de vecinos puedan adoptarse acuerdos 
que limiten o condicionen el ejercicio de la actividad del 
alquiler turístico de vivienda, para, de esta forma, favorecer 
la convivencia en los edificios de viviendas.

Con el fin de impulsar la realización de obras de mejora de 
la accesibilidad se incrementa hasta el 10% del último pre-
supuesto ordinario la cuantía del fondo de reserva de las 
comunidades de propietarios y se establece la posibilidad 
de que tales recursos se destinen a la realización de las 
obras obligatorias de accesibilidad previstas en el artículo 
Diez.1.b) de la Ley 49/1960 sobre propiedad horizontal. Y se 
extiende la obligación de realizar estas obras de accesibili-
dad a aquellos supuestos en los que las ayudas públicas a 
las que la comunidad pueda tener acceso alcancen el 75% 
del importe de las mismas.

Procedimiento de desahucio

Se introducen cambios en la Ley de Enjuiciamiento Civil para 
que se paralicen los desahucios hasta que se encuentre 
una alternativa habitacional en los casos que afecten a 
personas o familias vulnerables. 
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Con las modificaciones introducidas en el procedimiento 
de desahucio de vivienda será el órgano judicial quien fije 
el día y la hora exactos de los lanzamientos y se introdu-
ce el trámite de comunicación a los servicios sociales y, 
cuando afecte a hogares vulnerables, se establece que la 
determinación de la situación de vulnerabilidad producirá 
la suspensión del procedimiento hasta que se adopten las 
medidas que los servicios sociales estimen oportunas por 
un plazo máximo de un mes, o de tres meses cuando el 
demandante sea persona jurídica.

Medidas fiscales en favor del alquiler de 
vivienda

Se establece la exención del Impuesto sobre Transmisiones 
Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados (ITP y 
AJD) en la suscripción de contratos de arrendamiento de 
vivienda para uso estable y permanente, de manera que 
se reducen las cargas fiscales que conlleva el mercado del 
alquiler de vivienda habitual.

Además, se modifica la regulación del Impuesto sobre 
Bienes Inmuebles (IBI) incorporando medidas que favore-
cen el mercado de alquiler de vivienda:

•	 Se exceptúa de la obligación de repercutir el impuesto al 
arrendatario cuando el arrendador sea un ente público 
en los supuestos de alquiler de inmueble de uso residen-
cial con renta limitada por una norma jurídica; 

•	 Se modifica la regulación del recargo previsto para los 
inmuebles de uso residencial desocupados con carácter 
permanente, mediante su remisión a la correspondiente 
normativa sectorial de vivienda, autonómica o estatal, 
con rango de ley, al objeto de que pueda ser aplicado 
por los ayuntamientos mediante la aprobación de la 
correspondiente ordenanza fiscal

•	 Se crea una bonificación potestativa de hasta el 95 % 
para los inmuebles destinados a alquiler de vivienda con 
renta limitada por una norma jurídica, a la que podrán 
acogerse las viviendas sujetas a regímenes de protección 
pública en alquiler o viviendas en alquiler social en las 
que la renta está limitada por un determinado marco 
normativo.

Medidas para promover la oferta de 
vivienda en alquiler

El Ministerio de Fomento pondrá en marcha las siguientes 
medidas para dinamizar la oferta de vivienda en alquiler:

a)	Movilización de suelo público perteneciente a la 
Administración General del Estado y los organismos de 
ella dependientes, para la promoción de vivienda en 
alquiler social o asequible, mediante fórmulas de cola-
boración público-privadas.

b)	Modulación de los instrumentos financieros del Plan 
Estatal de Vivienda con el fin de promover los meca-
nismos público-privados para atender las necesidades 

de alquiler social y asequible, particularmente mediante 
la cesión de derecho de superficie sobre suelo público.

c)	Reorientación del Plan Estatal de Vivienda, que deberá 
apoyar exclusivamente el disfrute de vivienda en régi-
men de alquiler.

d)	Acuerdos con las administraciones sectorialmente com-
petentes para la agilización de las licencias urbanísticas, 
priorizando en las ayudas del Plan Estatal de Vivienda 
a aquellas que hayan alcanzado acuerdos de este tipo.

En el plazo de dos meses, el Ministerio presentará un in-
forme a la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos 
Económicos, detallando las vías de cumplimiento del 
mandato contenido en esta Disposición adicional y plazos 
que se prevén a esos efectos. A partir de ese momento, 
en el mes de diciembre de cada año deberá presentar un 
informe a la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos 
Económicos con los progresos obtenidos en términos de 
vivienda adicional puesta en el mercado en régimen de 
alquiler.

Sistema de índices de referencia del 
precio del alquiler de vivienda

Como ya hemos señalado, para garantizar la transparencia 
y el conocimiento de la evolución del mercado del alquiler 
de viviendas, así como para aplicar políticas públicas que 
incrementen la oferta de vivienda asequible y para facilitar 
la aplicación de medidas de política fiscal, se crea el sistema 
estatal de índices de referencia del precio del alquiler de 
vivienda, que se ajustará a las siguientes reglas:

a)	Se elaborará en el plazo de ocho meses por la 
Administración General del Estado, a través de un pro-
cedimiento sujeto a los principios de transparencia y pu-
blicidad. La resolución por la que se determine el sistema 
de índices de referencia se publicará en el «Boletín Oficial 
del Estado». Contra la resolución por la que se apruebe 
el sistema de índices de referencia podrá interponerse 
recurso contencioso-administrativo.

b)	Para la determinación del índice estatal se utilizarán 
los datos procedentes de la información disponible en 
la Agencia Estatal de la Administración Tributaria, en el 
Catastro Inmobiliario, en el Registro de la Propiedad, en 
los registros administrativos de depósitos de fianza y 
en otras fuentes de información, que sean representa-
tivos del mercado del alquiler de vivienda. Anualmente 
se ofrecerá una relación de valores medios de la renta 
mensual en euros por metro cuadrado de superficie 
de la vivienda, agregados por secciones censales, ba-
rrios, distritos, municipios, provincias y comunidades 
autónomas.

En sus respectivos ámbitos territoriales, las comunidades 
autónomas podrán definir de manera específica y adap-
tada a su territorio, su propio índice de referencia, para el 
ejercicio de sus competencias y a los efectos de diseñar 
sus propias políticas y programas públicos de vivienda.
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Activos no corrientes 
mantenidos para la venta

AR
TÍC
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Un activo no corriente será clasificado como mante-
nido para la venta, de acuerdo con lo establecido en 
la NRV 7ª del PGC, cuando se dé el caso de que su 

valor contable se recuperará fundamentalmente a través 
de su venta, en lugar de por su uso continuado, y siempre 
que se cumplan los requisitos mencionados a continuación:

a)	El activo ha de estar disponible en sus condiciones ac-
tuales para su venta inmediata, sujeto a los términos 
usuales y habituales para su venta; y

b)	Su venta ha de ser altamente probable, porque concu-
rran las siguientes circunstancias:

b1)	 La empresa debe encontrarse comprometida por 
un plan para vender el activo y   haber iniciado un 
programa para encontrar comprador y completar 
el plan.

b2)	La venta del activo debe negociarse activamente a 
un precio adecuado en relación con su valor razo-
nable actual.

b3)	Se espera completar la venta dentro del año si-
guiente a la fecha de clasificación del activo como 
mantenido para la venta, salvo que, por hechos o 
circunstancias fuera del control de la empresa, el 
plazo de venta se tenga que alargar y exista eviden-
cia suficiente de que la empresa siga comprometida 
con el plan de disposición del activo.

b4)	Las acciones para completar el plan indiquen que 
es improbable que haya cambios significativos en el 
mismo o que vaya a ser retirado.

Valoración de los activos no corrientes 
mantenidos para la venta en el PGC

Los criterios de valoración y registro de estos activos vienen 
establecidos por la NRV 7ª Activos no corrientes y grupos 
enajenables de elementos, mantenidos para la venta 
contenida en la segunda parte del PGC. Estos criterios 
de valoración no serán aplicables a los siguientes activos, 
que, aunque se clasifiquen a efectos de su presentación 
en esta categoría, se rigen en cuanto a la valoración por 
sus normas específicas:

•	 Activos por impuesto diferido, a los que resulta de apli-
cación la norma relativa a impuestos sobre beneficios 
(NRV 13ª).

•	 Activos procedentes de retribuciones a los empleados, 
que se rigen por la norma sobre pasivos por retribuciones 
a largo plazo al personal (NRV 16ª).

•	 Activos financieros, excepto inversiones en el patrimonio 
de empresas del grupo, multigrupo y asociadas, que es-
tén dentro del alcance de la norma sobre instrumentos 
financieros (NRV 9ª).

Valoración inicial

Según la NRV 7ª del PGC, los activos no corrientes man-
tenidos para la venta se valorarán en el momento de su 
clasificación en esta categoría, salvo los que hemos visto 
que se rigen por su propia norma, por el menor de los dos 
importes siguientes:

•	 su valor contable
•	 su valor razonable menos los costes de venta.

Para la determinación del valor contable en el momento 
de la reclasificación, se determinará el deterioro del valor 
en ese momento y se registrará, si procede, una correc-
ción valorativa por deterioro de ese activo. Recordemos 
que la NRV 2ª  Inmovilizado material determina que existe 
deterioro cuando el valor contable supere a su importe 
recuperable, definido éste último como el  mayor  de los 
siguientes importes:

•	 Valor razonable menos los costes de venta
•	 Valor en uso

Los marcos conceptuales del PGC y del PGCPYMES definen 
los conceptos expuestos de la siguiente manera:

•	 Valor contable o de libros: es el importe neto por el que 
un activo o un pasivo se encuentra registrado en balance 
una vez deducida, en el caso de los activos, su amorti-
zación acumulada y cualquier corrección valorativa por 
deterioro acumulada que se haya registrado.

La función de los activos no corrientes es la de ser los elementos estables con los que realizar la actividad y por 
tanto no se espera consumir, vender o realizar en el transcurso de un ciclo normal de explotación. No obstante, 
en un momento dado puede ocurrir que la empresa decida dejar de dar un uso continuado en la actividad a un 
determinado activo no corriente y recuperar su valor contable fundamentalmente a través de su venta. En estos 
casos, tal y como establece la Norma de Registro y Valoración (NRV) 7ª del PGC, la empresa clasificará dicho acti-
vo como un "activo no corriente como mantenido para la venta" siempre que se cumplan una serie de requisitos.
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•	 Valor razonable: es el importe por el que puede ser 
intercambiado un activo o liquidado un pasivo, entre 
partes interesadas y debidamente informadas, que rea-
licen una transacción en condiciones de independencia 
mutua. El valor razonable se determinará sin deducir los 
costes de transacción en los que pudiera incurrirse en 
su enajenación. No tendrá en ningún caso el carácter de 
valor razonable el que sea resultado de una transacción 
forzada, urgente o como consecuencia de una situación 
de liquidación involuntaria.

•	 Costes de venta: son los costes incrementales direc-
tamente atribuibles a la venta de un activo en los que 
la empresa no habría incurrido de no haber tomado la 
decisión de vender, excluidos los gastos financieros y los 
impuestos sobre beneficios. Se incluyen los gastos legales 
necesarios para transferir la propiedad del activo y las 
comisiones de venta.

•	 Valor en uso: El valor en uso de un activo o de una unidad 
generadora de efectivo es el valor actual de los flujos de 
efectivo futuros esperados, a través de su utilización en 
el curso normal del negocio y, en su caso, de su enaje-
nación u otra forma de disposición, teniendo en cuenta 
su estado actual y actualizados a un tipo de interés de 
mercado sin riesgo, ajustado por los riesgos específicos 
del activo que no hayan ajustado las estimaciones de 
flujos de efectivo futuros. Las proyecciones de flujos de 
efectivo se basarán en hipótesis razonables y fundamen-
tadas; normalmente la cuantificación o la distribución 
de los flujos de efectivo está sometida a incertidumbre, 
debiéndose considerar ésta asignando probabilidades 
a las distintas estimaciones de flujos de efectivo. En 
cualquier caso, esas estimaciones deberán tener en 
cuenta cualquier otra asunción que los participantes en 
el mercado considerarían, tal como el grado de liquidez 
inherente al activo valorado.

Valoración posterior

Según la NRV 7ª del PGC, mientras un activo se clasifique 
como no corriente mantenido para  la venta:

•	 no se amortizará
•	 se deben dotar las oportunas correcciones valorativas de 

forma que el valor contable no exceda el valor razonable 
menos los costes de venta.

Las correcciones valorativas por deterioro de los activos 
no corrientes mantenidos para la venta, así como su 
reversión cuando las circunstancias que las motivaron 
hubieran dejado de existir, se reconocerán en la cuenta de 
pérdidas y ganancias, salvo cuando proceda registrarlas 
directamente en el patrimonio neto de acuerdo con los 
criterios aplicables con carácter general a los activos en 
sus normas específicas.

Para el registro del importe de las correcciones valorativas 
por deterioro del valor en activos no corrientes mantenidos 
para la venta o en activos que formen parte de un grupo 
enajenable de elementos mantenidos para la venta, el PGC 
propone la cuenta 599. Deterioro de valor de activos no 
corrientes mantenidos para la venta cuyo movimiento es 
el siguiente:

CARGOS ABONOS

- Cuando desaparezcan las 
causas que determinaron el 
reconocimiento de la corrección 
valorativa por deterioro, con 
abono a la cuenta que corres-
ponda del subgrupo 79. Excesos 
y aplicaciones de provisiones y 
de pérdidas por deterioro

- Cuando se enajene el activo o 
se dé de baja del activo por cual-
quier otro motivo, con abono a 
cuentas del subgrupo 58. Activos 
no corrientes mantenidos para 
la venta y activos y pasivos 
asociados

Por el importe del deterio-
ro estimado, con cargo a 
la cuenta que corresponda 
del subgrupo 69. Pérdidas 
por deterioro y otras

Reclasificación

Cuando un activo deje de cumplir los requisitos para ser 
clasificado como mantenido para la venta se seguirán los 
siguientes pasos:

•	 se reclasificará en la partida del balance que correspon-
da a su naturaleza

•	 se valorará por el menor, en la fecha en que proceda la 
reclasificación, de los siguientes importes:

»» su valor contable anterior a su calificación como ac-
tivo no corriente en venta, ajustado, si procede, por 
las amortizaciones y correcciones de valor que se 
hubiesen reconocido de no haberse clasificado como 
mantenido para la venta

»» su importe recuperable

Cualquier diferencia que se produzca en esta reclasifica-
ción se registrará en la partida de la cuenta de pérdidas y 
ganancias que corresponda a su naturaleza.

Recordemos que la NRV 2ª Inmovilizado material define 
el “importe recuperable” como el mayor de los siguientes 
importes:

•	 Valor razonable menos los costes de venta
•	 Valor en uso

A su vez, el marco conceptual define el valor en uso de un 
activo o de una unidad generadora de efectivo como el 
valor actual de los flujos de efectivo futuros esperados, a 
través de su utilización en el curso normal del negocio y, 
en su caso, de su enajenación u otra forma de disposición, 
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teniendo en cuenta su estado actual y actualizados a un 
tipo de descuento adecuado, ajustado por los riesgos es-
pecíficos del activo que no hayan ajustado las estimaciones 
de flujos de efectivo futuros. Las proyecciones de flujos 
de efectivo se basarán en hipótesis razonables y funda-
mentadas; normalmente la cuantificación o la distribución 
de los flujos de efectivo está sometida a incertidumbre, 
debiéndose considerar ésta asignando probabilidades a 
las distintas estimaciones de flujos de efectivo. En cual-
quier caso, esas estimaciones deberán tener en cuenta 
cualquier otra asunción que los participantes en el mercado 
considerarían, tal como el grado de liquidez inherente al 
activo valorado.

Plan General de Contabilidad de 
Pequeñas y Medianas Empresas 
(PGCPYMES)

En el Plan General de Contabilidad de Pequeñas y Medianas 
Empresas aprobado por el Real Decreto 1515/2007, de 16 
de noviembre, no se contemplan los activos no corrientes 
mantenidos para la venta ni los grupos enajenables de ele-
mentos. Además, el artículo 3 del citado Real Decreto esta-
blece que cuando una empresa que aplique el PGCPYMES 
realice una operación cuyo tratamiento contable no esté 
contemplado en dicho texto habrá de remitirse a las co-
rrespondiente normas y apartados contenidos en el PGC 
con la excepción de los relativos a activos no corrientes 
y grupos enajenables de elementos, mantenidos para la 
venta que en ningún caso serán aplicables.

Por lo tanto cuando una empresa que este aplicando el 
PGCPYMES tenga activos no corrientes o grupos ena-
jenables de elementos, mantenidos para la venta, nos 
los podrá reclasificar y deberá seguir valorándolos tal y 
como establecen sus normas correspondientes hasta el 
momento de su venta.

Ejemplo

La sociedad SA adquiere una maquina el 1 de enero del 
año 20X0 por 15.000€ siendo su vida útil 5 años y su valor 
residual nulo. Se amortiza linealmente.

El 1 de junio de 20X3 la sociedad decide vender la máquina 
para lo que procede a su clasificación como mantenida 
para la venta. En dicho momento su valor razonable as-
cienda a 4.000 € y los coses de venta son 250€.

El valor razonable de la maquina a 31 de diciembre de año 
20X3 es de 3.700 € siendo los gastos de venta los mismos.

El 1 de abril de 20X4 se vende la maquina por 3.000€ siendo 
los costes de transporte y desmontaje de 700€.

SOLUCIÓN

1 de enero de 20X0

Por la compra de la máquina:

Concepto Debe Haber

(213) Maquinaria 15.000

(472) H.P. IVA soportado 3.150

(572) Bancos e instituciones de crédito 
c/c vista, euros

18.150

31 de diciembre de 20X0

Por la amortización de la máquina:

Concepto Debe Haber

(681) Amortización del inmovilizado 
material (15.000/5)

3.000

(281) Amortización acumulada del inmo-
vilizado material

3.000

31 de diciembre de 20X1

Por la amortización de la máquina:

Concepto Debe Haber

(681) Amortización del inmovilizado 
material

3.000

(281) Amortización acumulada del inmo-
vilizado material

3.000

31 de diciembre de 20X2

Por la amortización de la máquina:

Concepto Debe Haber

(681) Amortización del inmovilizado 
material

3.000

(281) Amortización acumulada del inmo-
vilizado material

3.000

1 de junio de 20X3

En este momento se procede a reclasificar el activo a 
mantenido para la venta y para ello habrá antes habrá que 
amortizar el activo y ver si procede dotar deterioro de valor.

Por la amortización:

Concepto Debe Haber

(681) Amortización del inmovilizado 
material (15.000/5 x 5/12)

1.250

(281) Amortización acumulada del inmo-
vilizado material

1.250

Calculamos si existe deterioro de valor de la máquina:

Valor en libros a 1 de junio de 20X3: 15.000 – 10.250	 4.750
Valor razonable menos gastos de venta: 4.000 – 250	 3.750

Deterioro de valor	 1.000
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Por el deterioro de valor:

Concepto Debe Haber

(691) Pérdidas por deterioro de valor del 
inmovilizado material

1.000

(291) Deterioro de valor del inmovilizado 
material

1.000

A continuación, reclasificamos la máquina por el menor 
entre el valor contable y el valor razonable menos gastos 
de venta:

Valor contable: 4.750 – 1.000	 3.750
Valor razonable menos gastos de venta: 4.000 – 250	 3.750

Por la reclasificación:

Concepto Debe Haber

(580) Inmovilizado 3.750

(291) Deterioro de valor del inmovilizado 
material

1.000

(281) Amortización acumulada del inmo-
vilizado material

10.250

(213) Maquinaría 15.000

A partir de este momento el activo deja de amortizarse.

31 de diciembre de 20X3

Calculamos si existe deterioro de valor:

Valor en libros	 3.750
Valor razonable: 3.700 – 250	 3.450

Deterioro 300

Registramos el deterioro de valor:

Concepto Debe Haber

(691) Pérdidas por deterioro de valor del 
inmovilizado material

300

(599) Deterioro de valor de activos no 
corrientes mantenidos para la venta

300

1 de abril de 20X4

Por la venta de la máquina:

Concepto Debe Haber

(572) Bancos e instituciones de crédito 
c/c vista, euros (3.000 – 700)

2.300

(599) Deterioro de valor de activos no 
corrientes mantenidos para la venta

300

(671) Pérdidas procedentes del inmovili-
zado material

1.150

(580) Inmovilizado 3.750
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